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La Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del

Principado de Asturias, compuesta por los Ilmos. sres. Magistrados reseñados al

margen, ha pronunciado la siguiente sentencia en el recurso de apelación número

147/17, interpuesto por el Sindicato del Area de Seguridad Ciudadana, representado

por la Procuradora Du   , siendo parte Apelada el

Ayuntamiento de Oviedo, representado por el Procurador D.   

 Siendo Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. Luis Querol Carceller.

ANTECEDENTES DE HECHO

pRIMERO.- El recurso de apelación dimana de los autos de Procedimiento

Abreviado n" l4gl15 del Juzgado de lo Contencioso Administrativo no 1 de los de

Oviedo.

SEGUNDO.- El recurso de apelación se interpuso contra Sentencia de fecha 6

de marzo de 2011. Admitido a trámite el recurso se sustanció rnediante traslado a las

demás partes para formalizar su oposición con el resultado que consta en autos.

TERCERO.- Conclusa |a tramitación de la apelación, el Juzgado elevó las

actuaciones. No habiendo solicitado ninguna de las partes el recibimiento a prueba ni

la celebración de vista ni conclusiones ni estimándolo necesario la Sala, se declaró el

pleito concluso para sentencia. Se señaló para deliberación, votación y fallo del

presente recurso de apelación el día 29 de junio pasado, habiéndose observado las

prescripciones legales en su tramitación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Se somete a la consideración de esta Sala en el presente recurso

de apelación, la Sentencia dictada el día 6 de narzo de 2017 por el Juzgado de lo

Contencioso Administrativo no I de Oviedo en autos del Procedimiento Abreviado

tramitados con el n" 148/2015, desestimatoria del recurso interpuesto por el Sindicato

del Area de Seguridad Ciudadana aquí apelante, contra el Acuerdo de 13 de febrero de

2075, de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Oviedo en sus puntos 4,5,6
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y 7, y contra la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto frente a

los Acuerdos de 9 de octubre de 2014, de la Junta de Gobierno Local por el que

aprueba la estructura orgánica del Ayuntamiento de Oviedo y el objetivo de

productividad para distintos puestos de trabajo. Interesa la Asociación recurrente que

se dicte Sentencia revocando la impugnada, y se declare la nulidad, se anule o

revoquen los actos administrativos impugnados, pretensión a la que se opone el

Ayuntamiento de Oviedo, el cual solicita la confirmación de la Sentencia impugnada.

Se argumenta por la Asociación sindical apelante como motivos de la presente

apelación:

- La nulidad de la nueva estrllctura orgánica municipal y en consecuencia de la

Relación de Puestos de Trabajo

- Incorrecto procedimiento seguido para ello

- Concreta e ilegal otganización diseñada en la R.P'T.

- Falta de motivación

- Incorrecto servicio de bomberos

- Erróneos Grupos de Clasificación

- Compatibilidad generalizada Y

- Provisión de puestos por convalidación

SEGUNDO.- Estimamos que con carâcfer previo debemos examinar y

pronunciarnos sobre los defectos formales denunciados pues caso de prosperar harían

innecesarios los pronunciamientos sobre el fondo de las diversas cuestiones suscitadas'

Sobre este punto se denuncian corno defectos formales o de carácter procesal

que el procedimiento seguido no ha sido el correcto y que la resolución recurrida

carece de motivación.

En relación al procedimiento seguido se argumenta que las modificaciones y

correcciones efectuadas dificultaron su acceso y conocimiento por parte de los

funcionarios durante el proceso de exposición pública para formular alegaciones que el

Juzgaclor disculpa en la complejidad del expediente y en que no se ha acreditado que

se hubiera causado indefensión, cuando en el documento denominado "Otras

correcciones a realizar en el Catálogo de puestos específicos" aprobado tras el trámite

de información pública, introduce numerosos cambios sustanciales o de fondo sobre
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los que no se tuvo oportunidad cle conocer, informarse, participar o defender sus

derechos, lo que invalida absoluta y meridianamente el procedimiento seguido, por

infringir el derecho de acceso a la información, participación y defensa de sus

derechos e intereses legítirnos.

Sobre esta cuestión se pronuncia el Juzgador afinnando que nos encontramos

ante un acto administrativo, y no ante una disposición general conforme ha precisado

la Jurisprudencia, resultando lógico que por el acogimiento de parte de las

pretensiones que se planteaban, los documentos finales tengan variaciones respecto de

los iniciales y además, el hecho de que se hayan introducido otras corecciones además

de las que resultan de las alegaciones, no se justifica que se haya causado indefensión.

La Sala, en la sentencia dictada el día 10 de abril de 2011, en el recurso de

apelación seguido ante la misma con el n" 5312017, en la que se planteaba esta misma

cuestión, se pronunciaba en los siguientes términos: "El Tribunal Supremo en

sentencia de 5 de febrero de 2014, rectifica expresamente la jurisprudencia precedente

y considera que "la RPT debe considerarse a todos los efectos colno acto

administrativo, y que no procede para lo sucesivo distinguir entre plano sustantivo y

procesal". A los mismos efectos, el propio Tribunal Supremo en su sentencia de 20 de

enero de 2015, señala que: "Las relaciones de puestos de trabajo son expresión de una

actividad reflexiva o de autoorganización, por lo que las Administraciones públicas

determinan su estructura administrativa, con los requisitos legalmente exigidos y con

la necesaria flexibilidad. No son disposiciones generales ni normas en sentido estricto,

sino actos administrativos generales que, en cuanto tales, y aún con una cierta

vocación de permanencia, son características de una actividad administrativa y no de

una actividad normativa o reglamentaria", es por ello que, precisamente por el

acogimiento de varias de las pretensiones que se planteaban, los documentos finales,

tengan varjaciones respecto cle los documentos iniciales, tratándose de un

procedimiento complejo, debiend o rechazarse la alegación por infundada de la falta de

información o de una pretendida indefensión que en ningún caso se ha probado."

Criterio que vino a acoger la sentencia aquí apelada y que debe de mantenerse, toda

vez que se siguió el trámite de alegaciones previa publicidad.

En cuanto a la falta de motivación de la resolución aclministrativa recurrida se

argumenta que el Juzgador desestima clicha alegación en base a la existencia de unos
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estudios previos cuya incorporación a las actuaciones fue denegada por el Juzgador,

por lo que no pudo tenerlos en cuenta para su valoración, no justificándose en ningún

informe el porqué de esa concreta rnodificación y no oÍa, como pone como ejemplos,

causante de nulidad absoluta.

A ello tenemos que decir, como con reiteración viene afirmando la

jurisprudencia, que la falta de motivación como defecto final solo determina la

anulabilidad del acto administrativo si hubiese causaclo indefensión, como dispone el

artículo 63.1 de la Ley 3Ollgg2, indefensión que no se acredita se hubiese causado al

sindicato recurrente, como resulta de los recursos por él interpuestos. Pero es que

además, el Juzgadornorechaza la falta de motivación exclusivamente en los estudios

previos que no incorporó como prueba en el acto de la vista, sino tampoco en el

contenido de las propias resoluciones administrativas en las que se respondía sobre las

cuestiones planteadas, además de en la propia autoorganización de la Administración

que le otorga potestad para seguir aquella opción que estime más conveniente a sus

intereses generales.

En consecuencia con lo expuesto los defectos de carácter procesal o formal

invocados no pueden acogerse.

TERCERO.- En relación al motivo de apelación alegado en base a la nulidad

de la nueva estructura orgánica y de la Relación de Puestos de Trabajo se argumenta

que la sentencia apelada en su Fundamento de Derecho Quinto, en similares términos a

como lo hiciera el Juzgado de lo Contencioso Administrativo N" Cuatro en la suya de

20 de diciembre de 2016, pendiente de recurso de apelación, decidiendo que no se

vulnera el Reglamento Orgánico Municipal, estima que las razones en las que se

apoyan resultan erróneas e incurren en incongruencia mixta o por desviación con 1o

pedido, al haber resuelto fuera de las peticiones de las partes, resultando inadmisible la

modificación posterior al no ser subsanable por incidir en nulidad absoluta, que no se

soluciona con la reducida y limitada modificación de creación de nuevas oficinas

inexistentes en el Reglamento, cuando además la competencia corresponde al Pleno y

no a la Junta de Gobierno conforme al artículo 123.1.c) de la Ley de Bases de

Régimen Local, se elude todo pronunciamiento respecto a las Fichas del Catálogo de

puertos Específicos, atribuyendo al Alcalde la potestad de crear órganos que no le
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corresponden, vulnerando las previsiones de la Ley 2712013, de 27 de diciembre de

racionalización y sostenibilidad de la Administración Local que rnodificó el cuadro de

competencias de los Ayuntamientos'

Sobre esta cuestión se ha pronunciado la Sala en la sentencia dictada el día 10

de abril de 2011, en el recurso de apelación tramitado ante la misma con el N" 53 de

2OIl,que en su Fundamento de Derecho Segundo se pronunciaba, recogiendo parte de

los argumentos de la sentencia ahora examinada en los siguientes términos:

"SEGUNDO.- El primer motivo de apelación consiste en que la nueva estructura

orgánica aprobada así cotno la Relación de Puestos de Trabajo con sus documentos

integrantes, vulneran el "Reglamento Orgánico de Gobierno y Administración del

Ayuntamiento de Oviedo (ROGA en adelante) porque se crean órganos y unidades que

allí no Se conteffiplan o contravienen los existentes, el Reglamento en vigor entonces

preveía las siguientes "Unidades administrativas de la organización municipal"

Servicios, Secciones y Negociados. Sin embargo, esta organización ha creado además

las ,'Oficinas" con SuS Jefaturas y Adjuntos; "Coordinadores", al mandO de

inexistentes Unidades; "GrUpOS", "Unidades", etc." señalando igualmente que en laS

Fichas del Catálogo de Puestos Especiales se crean otros órganos o unidades, por 1o

que esta nueva organización aprobada se ha hecho al margen del Reglamento

Orgánico, lo que supone una nulidad absoluta'

A lo que hay que manifestar que como se recoge en la reciente Sentencia del

Juzgado de lo Contencioso Administrativo no I de Oviedo de seis de marzo de dos mil

diecisiete, en que se alegaba el mismo motivo del recurso' en que aún siendo cierto

que al rnomento en que se aprueba la RPT ésta no se acomodaba a lo así establecido en

el Reglamento de Gobierno y Administración del Ayuntamiento de Oviedo vigente en

ese momento, lo cierto es que esa disposición fue modificada por acuerdo de 31 de

marzo de 2015 (BOpA l5-4-20t5), siendo su aprobación inicial de 23-12-2014

recogiéndose precisamente en esa aprobación que "Al anoli4ar la estructura del

Aytnttamierúo en el actual proceso cle moclernizaciritt de la misnta y de adaptacitin a la

configuración del Municipio conxo Ayuntamiento sontetido al réginren cle gran

población y ct los rmevos retos qlte plantea la gestión locol, se htt observodo que lct

traclicional clistincióp entre tre,t niveles burocróticos cle 8e,ttiótt (servicio, sección y

negociado), restrltaba rígicla en algtutos casos en |os que el peso de las unidades
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integradcts en un servicio es especialntente grande y se creoban agravios

comparativos entre Secciones que asum,ían ríntbitos completos de gestiótt municipal

con fimciones relevalxtes y generalmente abundante personal asignado y Secciones

cuyas funciones cualitativa y cuantitativamente estaban muy distanciadas de las

anteriores. Para evitar esa rigidez en la estructura municipal, evitar agravios

comparativos y pennitir una mejor cooròlinación de funciones (evitattdo la creación de

secciones que cle facto comparten las mismas funciones) se ha entendido conveniente

crear un nuevo nivel entre el Servicio y la Sección al que se ha denominado O.ficina y

que ct su vez se puede dividir bien en Secciones o en unidades menores dirigídas por

un Coorclinador que se situarían en un nivel intettnedio enfte la Sección y el

Negociado." Así se dio nueva redacción al art. 34.2 estableciendo que "En atenciótt

al volumen, diversicJacl e intensidad de las tareas a abordar, las áreas cle Gobierno o

Ias Direcciones Generales dentro de un área se prteden dividir en Servicios, Oficinas,

Secciones, Negociados y otras unidades adtninistrativas análogas.

Los Servicios, son las uniclacles orgánicas a las que conesponde, además de las

contpetencias específicas que tengan atribuidas, las funciones de plartificaciótt,

coordilación, d.irección y control de las seccione.s, oficinas y otras unidades

orgánicas de ellos dePendientes.

Las Oficinas, dependiendo de un Servicio o directamente de utt órgano

Directivo o cJe un área de Gobiento, son unidades administrativas complejas, que

gestionan sectores de Ia competencia mtuùcipal caracterizados por la homogeneidad

de sus.funciones.

Las Secciones, son unidades orgánicas internas de los servicios o, en sLt caso,

de las Oficinas, y les corresponc)en las furtciones de ejecución, ittfornxe y propuesta al

superior jerárquico de las cuestiones pertenecientes al área funcional que tienen

atribuicla, así cotno la coorclinación, dirección y control de lcts actividades

desarrollaclas por los negociados y unidades de ellas dependientes.

En las Oficinas y en las Secciones se pueden crear pltesto't de Coorclittadores

que contribuyan a la coherencia en la gestión de determinados progralnas o

instalaciones mtuticipales y que pueden dirigir la acción de uno o vttrios negociados.

1



ADMINISTRACION
DE ruSTICIA

Los NegociarJos son unidades orgcínicas interncts de lct.s OJicinas o de las

Secciones que tiene atribuidas las funciones de tratnitocirjn, inventario y archivo de

los a,çuntos qLLe tengatx asignados.

La supervisión cJe los trabajos de un grupo de auxiliares y subalternos se podrá

otorgar a un Jefe de Grupo".

De este modo, y si bien es cierto que al tiempo en que se aprueba la RPT ( 13-

2-2015), ésta no se acomodaba a las previsiones del citado Reglamento de gobierno y

administración, es igualmente cierto que dicha irregularidad inicial queda subsanada y

convalidada (art. 67 Ley 30/1992) desde el momento en que se produce acto seguido

(Acuerdo del Pleno de 31 de marzo de 2015) la modificación de dicho reglamento

acomodándose ya a las previsiones que se establecían en la RPT.

Alega igualmente, y desde el punto de vista competencial que corresponde a1

Pleno, y no a la Junta de Gobierno Local, conforme al art. 123.1 c) de la Ley de Bases

de Régimen Local, la aprobación y modificación de los Reglamentos de naturaleza

Orgánica, así como la determinación de los niveles esenciales de la organización

municipal, entendiendo por tales las grandes áreas de gobierno, los coordinadores

generales, dependientes directamente de los miembros de la Junta de Gobierno Local,

con funciones de coordinación de las Direcciones Generales u órganos similares

integrados en el mismo área de gobierno, y de la gestión de los servicios comunes de

éstas y otras funciones análogas y las Direcciones Generales u órganos similares

integrados en el mismo área de gobierno, y de la gestión de los servicios comunes de

éstas u otras funciones análogas y las Direcciones Generales u órganos similares que

culminen la organización adrninistrativa, sin perjuicio de las atribuciones del Alcalde

para determinar el número de cada uno de tales órganos y establecer niveles

complementarios inferiores.

Ahora bien la atribución al Pleno conforme al mencionado precepto está

prevista para la determinación de los niveles,.esenciales de la organización municipal

(las grandes áreas de gobierno, los coordinadores generales con función de

coordinación de las distintas Direcciones Generales u órganos similares integrados en

las Direcciones Generales u órganos similares) no figurando entre ellas las unidades

administrativas en las que el Ayuntamiento en uso de su facultad de autoorganización

ha resuelto se organice atribuyendo el 124.4 LRBR y 35 ROGA al Alcalde la
PRtNcTPADo DE
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competencia para crear, modificar, y suprimil uniclades adrninistrativas y en general

para establecer la organización y estructura de la Administración municipal ejecutiva,

facultando el art. 34.4 del ROGA al Alcalde para cleterminar las funciones de los

Servicios, Secciones y Negociados, así como de otras unidades administrativas

asimiladas a las mismas, resultando del expediente administrativo (Doc. V del Anexo

I) que las unidades de División, Unidades y Grupos, vendrán a ser equivalentes a

secciones, coordinaciones y negociados.

Continúa la apelante señalando que se vulneran además las previsiones de la

Ley Zl/20I3, de 21 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la

Administración Local que modificó el cuadro de competencias de los Ayuntamientos,

eliminando por ejemplo, la referida a materias como "defensa de consumidores y

usuarios" y "educación", por lo que resulta del todo ilegal crear unas "unidades

administrativas" (como las Secciones de Consumo y Educación), que carecen ya de

contenido funcional y material, por lo que lo acordado en el apartado 4.1 por la Junta

de Gobierno Local "Aprobación de la estructura orgánica del Ayuntamiento de

Oviedo", deviene incurso en nulidad absoluta y como quiera que sirve de premisa a la

posteriormente aprobada RPT, tal vicio, además, invalida radicalmente a ésta, ahora

bien, dentro del marco de implantación de dicha norma, en ejecución de la misma, en

el ámbito del Principado de Asturias, se ha dictado el Decreto 68/2014, de 10 de julio,

que ha mantenido provisionalmente las competencias de los Ayuntamiento en materia

de educación y salud, entre tanto dichas funciones se asuman por la CCAA

(disposición adicional de dicho Decreto) de modo que sin perjuicio de su eventual

modificación profuturo, no es disconforme a derecho que la RPT rnunicipal prevea

puestos de trabajo en este ámbito."

Del contenido del extenso Fundamento de Derecho Quinto de la sentencia ahora

apelada, no cabe apreciar incongruencia alguna por desviación al haber resuelto fuera

de las peticiones de las partes, pues no cabe confundir las pretensiones de las partes,

relativas a la impugnación del acto recurrido o a su defensa, con los argumentos en los

que se funda, pues no vinculan al Juzgador, ni la nulidad absoluta de la modificación

por devenir insubsanable ni por falta de competencia de quien lo acordó.
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CUARTO.- Seguidamente sobre la concreta e ilegal organización diseñada de

la RpT adernás de los defectos de carácter procesal ya examinados se denuncia la

inexistencia de los Cuerpos y Escalas de la Administración Local, legalmente

establecidos, en especial, la organización dispuesta para el Area de Seguridad

Ciudadana, argumentando que vulnera las Escalas de Administración General y

Especial previstas en el artículo 167 de la LRRT en las que deben de integrarse los

funcionarjos que a su vez se subdividen en subescalas, eludiendo la RPT cumplimentar

en cada ficha los apartados de formación específica, Cuerpo y Escala, incumpliendo

los Grupos de Clasificación del artículo 76 del EBEP'

Sobre esta misma cuestión también se ha pronunciado la Sala en la sentencia

dictada el 10 de abril de 2017, en el recurso de apelación 5312017 recogiendo en gran

medida las mismas argumentaciones que se contienen en la sentencia ahora

examinada, en los siguientes términos: "CUARTO.- A ello hay que manifestar, como

línea de principio, que la cuestión aquí a resolver no es si fuera posible legalmente otra

organización municipal, o cual fuera a juicio del recumente la rnejor manera de

establecer dicha organización y todos y cada uno de los puestos sino que, lo que aquí

cabe analizar es si la concreta organización municipal de la que la Corporación se ha

decidido dotar, sea o no disconfonne a derecho, Y oo decidir sobre cuál sea la forrna y

manera en que el Ayuntamiento decide autoorganizarse. Por otro lado, las concretas

objeciones planteadas por la actora en vía administrativa, sobre las razones tomadas en

cuenta para la adopción de las distintas decisiones fueron respondidas en dicha vía

administrativa Y, por tanto, no puede considerarse en absoluto que el acto

administrativo carezca de rnotivación, sino que dentro de las diferentes opciones

organizativas posibles, la Administración ha entendido procedente establecer un

determinado sistema organizativo, siendo por ello determinante si se ha movido dentro

de los ténninos legales.

Así invoca la apelante que la RPT vulnera las Escalas de Administración

General y Especial previstas en el art. 167 TRRL, pues elude cumplimentar en cada

Ficha los apartados de formación específica, Cuerpo y Escala; e incumple los Grupos

de Clasificación del art.76 del Estatuto Básico del Empleado Público, ahora bien, tal

motivo como se explica por la Administración demandada, según se recoge, ha optado

por una mayor apertura de los puestos de trabajo por razones de movilidacl
Asrunl¡s
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funcionarial y en la carera profesional evitando que las reservas de puestos a un

determinado cuelpo o escala supongan obstáculo en el acceso y la promoción y

permitiendo a quienes pertenecen a cuerpos o escalas extinguidos a seguir en Su

puesto.

pues bien y teniendo en cuenta la naturalezaiurídica de la RPT y su finalidad

organizativa, este modelo flexible de configuración y sin rígidas normas, salvo las

señaladas legalmente y que el A1'untamiento refiere, por ejemplo, para los

funcionarios habilitados de catírctet estatal y en la Policía y Bomberos, puede

contribuir al desarrollo de una eficaz gestión de personal. En este sentido, la RPT no

puede reproducir esquemas funcionariales que en muchos casos hunden sus raíces en

concepciones burocráticas superadas.

Respecto a que fuera un elemento obligatorio que, en cada puesto, se le

asignase a un determinado cuerpo o escala se considera que ello no constituye una

exigencia legal en los términos que se ha planteado y sobre ello se contiene respuesta

razonadaen el infonne de2 de febrero de2015 en razón al cual se dicta el Acuerdo

aprobatorio de la RPT, y es que efectivamente, es una opción de la Administración el

que entendiera procedente reservar uno o unos determinados puestos a un cuerpo o

escala pues, de hecho la referencia contenida en el arr".l4 EBEP alude al término "en

su caso', y no por tanto como algo determinante y obligatorio y, acudiendo a los

antecedentes de esta norma, merece cita la regulación contenida en el art. 15 Ley

30l1g84 de agosto que establecía que "tinicatnente podrcín adscribirse con carácter

exclusivo puestos de trabaio a .funcionarios de un delerminado Cuerpo o Escala

cuanclo tal adscripción se derive necesariamente de la naturaleza y de la función a

desempeñar en ellos y en tal sentido lo rJetennine el Gobiemo a propuesta del

Ministro de la PresicJencia". Por otro lado, no se nos ha razonado en qué medida esa

circunstancia de figurar los puestos como abiertos a distintos cuelpos o escalas

implique una merma o lesión al derecho a la promoción y carÍera profesional de los

funcionarios pues más bien parece lo contrario en la medida que, al no acotarse

rígidamente a un determinado cuelpo o escala en términos absolutos, podrán ser

mayores los puestos a los que podrá en su caso optarse'"

11
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QUINTO.- En relación con el Servicio de Bomberos se argumenta que

contrariamente a lo razonado en el Fallo en cuanto a la no necesidad de que las Fichas

incluyeran los Cuerpos y Escalas, sí reconoce respecto del servicio de Bomberos'

A ello tenemos que decir que esta cuestión la examina el Juzgador

conjuntamente con otras relativas a la Policía Local, Seguridad Ciudadana' Asesor

Jurídico de la PolicíaLocal, argumentando que las infracciones denunciadas respecto

del Ser"¿icio de Bomberos, en el que se dice qlle' no se contempla ningún Cuetpo o

Escala y determina que dicha no necesidad de concretar los Cuerpos y Escalas las

viene referenciando en atención a la Policía Local que en aplicación del artículo l1 de

la Ley 212007, de 23 de marzo, de coordinación de las Policías Locales en el

Principado de Asturias, establece unos Cuerpos distintos a los propios de los Cuerpos

y Escalas de la Administración Local, no aplicable al Servicio de Bomberos'

independientemente de la denominación utilizada para los distingos puestos, similar a

la de los cuerpos de policía, que no es relevante, sino las categorías de dichos puestos'

en atención al Grupo al que pertenecen'

Lo anterior nos conduce a desestimar este motivo de apelación y al que

podríamos cuestionar también la legitimación del sindicato recurrente del Area de

Seguridad Ciudadana para impugnar cuestiones relativas al Servicio de Bomberos,

como cuestión susceptible de ser planteada en cualquier momento'

SEXTO.- Seguidamente plantea el Sindicato recurrente que el puesto de

Intendente Grupo 42, debiera ser del Grupo B, Sargento, hoy Grupo A2lC1.

En este punto, con independencia de la argumentación que se hace en la

sentencia apelada en relación al mantenimiento de la equivalencia a efectos

retributivos de las distintas categorías en el Cuerpo de la Policía Local, es lo cierto que

el artículo 19 de la citada Ley 2/2007, asigna a los Intendentes, colrlo pertenecientes al

Grupo B, hoy inexistente y equiparado al Grupo A2, de aplicación al régimen de la

policía Local, no alcanza al Servicio de Bomberos en el que se deberá de estar al

régirnen general de la Adrninistración Local'

SEPTIMO.- Seguidamente se argumenta que con la sentencia apelada no se ha

clado respuesta a la cuestión planteada respecto a la compatibilidad generalizada que

I2
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no puede convertirse en un ejercicio indiscrjminado de la actividad privada, que no ha

sido resuelto por la sentencia apelada, que queda en el superficial planteamiento de la

misma.

A ello tenepos que decir que esta cuestión ha sido examinada en el

Fundamento de Derecho Séptimo, sin que pueda decirse que queda en el superficial

planteamiento de la misma, que se hace en su Fundamento de Derecho Segundo de la

propia sentencia, argumentándose, en dicho Fundamento de Derecho, las razones por

las que se desestima dicho motivo de impugnación y que han sido recogidos por la

Sala en su sentencia de 10 de abril de 20!7, en los siguientes términos: "QUINTO'- En

cuanto a la compatibilidad para el ejercicio de la actividad privada, señala la actora

que establece dos niveles: 1.- Que permite la compatibilidad con el desarrollo de una

iniciativa privada laboral y 2, que las funciones y características del puesto de trabajo

y la información que maneja son incompatibles con el ejercicio de cualquier tipo de

actividad profesional adicional. Trasladado ello al documento de valoración y

condiciones de los puestos, se advierte que, exceptuándose los funcionarios habilitados

y los miembros de la Policía Local, ningún otro puesto tiene incompatibilidad, sin que

se adivine ninguna especialidad de éstos con aquellos.

Ahorabien, de lo actuado resulta que a los puestos con un nivel 1, siempre con

respecto a lo establecido en laLey 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatilidad del

personal de las Administraciones Públicas y previa solicitud de su titular, aceptada por

la Administración, y aplicando las disposiciones contenidas en la Ley se podrá otorgar

la compatibilidad y, junto a ello un nivel 2, reservado para aquellos puestos que por

sus funciones, situación en el organigrarna municipal, configuración o régirnen

legalmente previsto, se le atribuye una incompatibilidad absoluta.

En el caso concreto de los miembros de la Policía Local, para el que se prevé

dicho nivel 2 de incompatibilidad, ello está de acuerdo a la normativa específica en la

materia, en cuanto lo establecido en el apartado I del artículo 6 de la Ley Orgánica

2/1986, de 13 de marzo de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad donde se dispone que "La

pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad es causa cle incornpatibilidad para el

desempeño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo aquellas actividades

exceptuadas de la legislación sobre incompatibilidades"'
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Es por ello que de la mencionada previsión, no se desprencle infracción alguna

de la Ley 53/7984, de 26 de diciembre y así 1o declara la sentencia."

OCTAVO.- Por último, se argumenta frente a la sentencia apelada que al tratal'

sobre la provisión de puestos de trabajo yerra al obviar que en el objeto del recurso se

incluía haber aprobado definitivamente la propuesta de provisión de puestos de trabajo

al apoyar su decisión en otro documento de los aprobados, incurriendo en

incongruencia omisiva al no pronunciarse sobre la adecuación a derecho del acto en

este concreto aspecto, y aunque sin aludir a este acuerdo justifica y respalda lo actuado

por el Consistorio, pues no existe la forma de provisión por convalidación'

cercenándose los derechos de los funcionarios y se viene a encubrir una libre

designación generalizada.

La sentencia apelada no puede tacharse de incongruencia omisiva porque yerra

al tratar de la cuestión planteada, toda vez que la cuestión es tratada en su Fundamento

cle Derecho Octavo, y ello, porque la incongruencia irnplica no pronunciarse' ni

examinar alguna de las pretensiones deducidas por las partes, mas no alcanza a los

motivos y argumentaciones aducidos por ellos, pues el Juzgador no viene vinculado a

ellas, pudiendo expresar sus propias afgumentaciones con indepenclencia de las

fórmulas por las partes para fundar u oponerse a sus pretenslones.

A ello podemos añadir que la Sala ya se ha pronunciado sobre esta misma

cuestión en el Fundamento de Derecho sexto de la citada sentencia de fecha 10 de

abril de 2077, en el que se dice: "SEXTO.- Por último y por lo que respecta a no ser

posible ,,convalidar" por la mera aprobación de la RPT las situaciones preexistentes'

no existiendo legalmente la forma de provisión, ahora concedida, de "convalidación"'

al no ser lo que dispone el Real Decreto 36411995, de 10 de mafzo, puesto de

..adscripción provisional" solo cabe en los supuestos previstos en su altículo 63, por lo

que ello supone una libre designación encubierta y generalizada, cometiéndose una

patente infracción de la legalidad ordinaria reguladora de adscripción de los

funcionarios públicos en los diferentes puestos de trabajo, determinando además una

quiebra del art. 23.2 de la Constitución'

Ahora bien, tal motivo de impugnación tampoco puede ser aclmitido toda vez

que la Relación de Puestos de Trabajo recurrida, establece como sistema general cle
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provisión de puestos de trabajo el de "concurso de rnéritos" y reserva el sistema de

libre designación para la provisión de puestos de especial confianza o marcado

carácter político.

cosa distinta es que fruto de la aprobación de la RPT, y dado que lógicamente

existen puestos de trabajo que Se suprimen, otros Se crean nuevos y otros se modifican

en mayor o menol medida, sea preciso establecer el mecanismo para que' a expensas

de los concursos de provisión que se establezcan, se mantenga la continuidad en la

prestación del servicio que les está encomendado, así para aquellos puestos de trabajo

que en la nueva RPT mantienen su configuración general (funciones y características)

a las existentes, con el fin de permitir la entrada en vigor de la RPT sin disfunciones'

se prevé la convalidación en sus puestos de los funcionarios que los ocupan por no

existir alteraciones relevantes, y para aquellos puestos que en la nueva RPT aprobada

Suponen una novedad a los existentes por cambios sustanciales' Se prevé la

..adscripción provisional" de los funcionarios que las ocupan, sin perjuicio, de que se

proveerán definitivamente de forma paulatina mediante concurso de méritos' Acudir a

dicho sistema de adscripción no se estima vaya en contra de las previsiones contenidas

en el art. 63. b) en relación con el 12.3 delReal Decreto 36411995, de 10 de marzo que

aprueba el Reglamento General de Ingreso y de Provisión y Promoción Profesional en

el ámbito de la Administración General del Estado, de aplicación supletoria al

Ayuntamiento por disposición expresa del art' 168 del Real Decreto Legislativo

78711986;',

NOVENO.- En materia de costas procesales las mismas deben de ser impuestas

a la parte apelante al regir el principio objetivo del vencimiento y no concurrir motivos

o circunstancias para su no imposición de conformidad con lo establecido en el art'

I3g.2de la Ley 2gllggS reguladora de esta Jurisdicción' con el lírnite de 1'000'00 €

por todos los concePtos.

Vistos los preceptos legales citados y dernás de pertinente aplicación,

FALLO
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En atención a todo 1o expuesto, la Sala de lo Contencioso Adrninistrativo del

Tribunal Superior de Justicia de Asturias, ha decidido: Desestimar el recurso de

apelación interpuesto por la Procuradora de los Tribunales D"  

 en nombre y representación del Sindicato del Area de Seguridad Ciudadana,

contra la Sentencia dictada el día 6 de marzo de 2017 por el Juzgado de 1o Contencioso

Administrativo no 1 de Oviedo, en autos del PA n" 14812015, siendo parte demandada

el Ayuntamiento de Oviedo, representado por el Procurador D.  

, Sentencia que se confirma en sus propios términos por ser ajustada a

Derecho. Con expresa imposición de costas a la parte apelante, con el límite fijado en

el último fundamento de Derecho.

Contra la presente resolución cabe interponer ante esta Sala, RECURSO DE

CASACION en el término de TREINTA DIAS, para ser resuelto por la Sala de lo

Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo si se denuncia la infracción de

legislación estatal o por esta Sala de lo Contencioso-Administrativo de este Tribunal

Superior de Justicia si lo es por legislación autonómica'

Así por esta nuestra Sentencia, de la que se llevará testimonio a los autos, la

pronunciamos, mandamos y firmamos.
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